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cesa les determinantes de una posible situación de
indefensión.

2. Antes de entrar en el examen del fondo de la
pretensión de amparo, procede analizar la existencia de
la causa ele inadmisibilidad puesta de manifiesto por el
Ministerio Fiscal y la representación procesal de la parte
demandada. que de concurrir se convertiría en este
momento procesal en motivo de desestimación del recur­
so de amparo. Plantean aquéllos la posible extempo­
raneidad de la demanda como consecuencia del recurso
de nulidad de actuaciones promovido tras haberse dic­
tado Sentencia definitiva, el cual debe ser conceptuado
en este supuesto, a su juicio, como recurso manifies­
tamente improcedente a los efectos del arto 44.2 de
la LOTC, esto es, como un alargamiento artificial del
plazo de interposición del recurso de amparo y, por con­
siguiente, sin virtualidad suspensiva respecto del mismo.

De manera constante y reiterada tiene declarado este
Tribunal que el cumplimiento del plazo previsto en el
arto 44.2 de la LOTC no constituye una exigencia formal
sin justificación, sino que representa una garantía esen­
cial de seguridad jurídica que actúa como plazo de cadu­
cidad, improrrogable y de imposible suspensión, no sus­
ceptible de ser ampliado artificialmente por el arbitrio
de las partes. mediante el ejercicio abusivo e indebido
de todos los remedios procesales imaginables en la vía
judicial previa, los cuales sólo deben utilizarse cuando
resulten razonablemente exigibles por ser los proceden­
tes con arreglo a las normas procesales, debiendo esti­
marse excluidos aquellos otros no previstos por las Leyes
o manifiestamente improcedentes en el concreto pro­
ceso de que se trate. En virtud de ello, la fecha que
inicia el cómputo del referido plazo es aquélla en que
se notifica la resolución que pone fin a la vía judicial,
sin que puedan tomarse en consideración los recursos
notoriamente inexistentes o inviables que se interpongan
con posterioridad a dicha fecha (SSTC 129/1988,
188/1990, 199/1993, AATC 816/1986, 928/1986,
1121/1988).

3. Pues bien, por manifiestamente improcedente ha
de ser tenido, como sucede en el supuesto que nos
ocupa, un recurso de nulidad de actuaciones interpuesto
frente a una Sentencia definitiva con posterioridad a la
publicación de la STC 185/1990 (B.O.E. de 3 de diciem­
bre), en la que se declaró la constitucionalidad del arto
240 de la L.O.P.J. y en la que quedó definitivamente
despejado que una petición de esa naturaleza, tras haber
recaído Sentencia definitiva, era manifiestamente impro­
cedente (STC 156/1992). Un recurso de nulidad de
actuaciones intentado con anterioridad a la publicación
de la STC 185/1990, habida cuenta de la incertidumbre
entonces generada por la dicción del mencionado arto
240 L.O.P.J .. no hubiera podido calificarse de improce­
dente como ha tenido ocasión de declarar este Tribunal
en numerosas resoluciones (SSTC, entre otras, 52/1991;
72/1991; 181/1991; '130/1992; 132/1992;
156/1992; 196/1992; 74/1993; 105/1993;
192/1993), pero sí procede aquel adjetivo cuando des­
de la ya reiteradamente citada STC 185/1990 ha que­
dado claro que el recurso de amparo constitucional, en
virtud de la inserción de la cláusula limitativa del arto
240 de la L.O.P.J., se convierte en el actual sistema
procesal en el único remedio frente a situaciones de
indefensión causadas por vicios procesales advertidos
después de que hubiera recaído Sentencia definitiva- y
firme (SSTC 199/1993; 221/1993).

4. Según resulta de las actuaciones judiciales remi­
tidas a este Tribunal, la Sentencia dictada en apelación
le fue notificada a la entidad recurrente en amparo con

fecha 27 de agosto de 1991. En vez de promover en
el plazo previsto en el arto 44.2 de la LOTC demanda
de amparo como consecuencia de la de indefensión que
consideraba que se le había causado, interpuso frente
a aquella Sentencia un inexistente, y claramente impro­
cedente, recurso de nulidad de actuaciones que la
Audiencia Provincial desde un inicio debió de inadmitir
a tenor de lo dispuesto en el arto 240 de la L.O.P.J.
Con la descrita conducta procesal. la actora dilató inde­
bidamente el plazo de caducidad que establece el
arto 44.2 de la LOTC, por la utilización de un remedio
impugnatorio' manifiestamente inviable; sin que a dicha
conclusión pueda oponerse que el recurso de nulidad
de actuaciones no era improcedente desde el momento
en que a su través consiguió que inicialmente la Audien­
cia Provincial decretara la nulidad de lo actuado desde
el momento anterior a la citación para la celebración
de la vista de apelación. Así fue, ciertamente, pero es
evidente, como se ha dicho en la STC 221/1993, que
«un recurso sólo es procedente cuando procesalmente
resulta apropiado para conseguir un fin jurídicamente
posible y deja de serlo si la producción de efectos le
viene normativamente vedada, aun cuando, en la prác­
tica -pero con infracción de las normas procesales-,
pueda producir un efecto de interés para quien lo
promueve)).

Procede, por consiguiente, apreciar que el recurso
de amparo ha incurrido en la causa de inadmisibilidad
prevista en el arto 50.1 a), en relación con el arto 44.2,
ambos de la LOTC, por haberse dilatado indebidamente
el plazo señalado en este último precepto con la inter­
posición de un recurso notoriamente improcedente. Cau­
sa de inadmisibilidad que en este momento se convierte
en causa de desestimación del recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por el Instituto Catalán
de la Salud.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado». .

Dada en Madrid. a quince de noviembre de mil nove­
cientos noventa y tres.-Luis López Guerra.-Eugenio Díaz
Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón
López.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

29246 Sala Segunda. Sentencia 339/1993, de 15
de noviembre de 1993. Recurso de amparo
2.995/1992. Contra sentencia de la Audien­
cia Provincial de Navarra que, con estimación
de recurso de apelación formulado por la acu­
sación particular, revocó sentencia absoluto­
ria pronunciada por el Juzgado de lo Penal
núm. 2 de Pamplona y condenó al recurrente
como autor de un delito de usurpación de
funciones. Vulneración del principio de lega­
lidad penal: aplicación extensiva del tipo defi­
nido en el arto 32 1. 1 del Código Penal.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil, don Alvaro Rodríguez Bereijo, don José
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Gabaldón López. don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.995/92. promovido
por don Jesús Alfonso Olaz Garayoa. representado por
el Procurador de los Tribunales don Juan Antonio García
San Miguel Orueta y asistido del Letrado don José Miguel
lizo Aldaz. contra la Sentencia de la Sección Tercera
de la Audiencia Provincial de Navarra. de 2 de noviembre
de 1992. que. con estimación del recurso de apelación
formulado por la acusación particular. revocó la Sen­
tencia absolutoria pronunciada por el Juzgado de lo
Penal núm. 2 de Pamplona en la causa núm. 527/91
y condenó al recurrente como autor de un delito de
usurpación de funciones. Ha sido parte el Ministerio Fis­
cal. y Ponente el Magistrado don Alvaro Rodríguez Berei­
jo. quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
4 de diciembre de 1992. el Procurador de los Tribunales
don Juan Antonio García San Miguel Orueta. en nombre
y representación de don Jesús Alfonso Olaz Garayoa.
interpuso recurso de amparo contra la Sentencia pro­
nunciada el 2 de noviembre de 1992 por la Sección
Tercera de la Audiencia Provincial de Navarra. la cual
estimó el recurso de apelación formulado por la acu­
sación particular y revocó la Sentencia absolutoria dic­
tada por el Juzgado de lo Penal núm. 2 de Pamplona
en la causa núm. 527/91. condenando al recurrente
como autor de un delito de usurpación de funciones.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes ante­
cedentes de hecho:

A) En virtud de querella interpuesta por el Colegio
de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria se siguió pro­
cedimiento penal abreviado contra el actor. el cual con­
cluyó en primera instancia con Sentencia dictada por
el Juzgado de lo Penal núm. 2 de Pamplona que lo absol­
vió del delito de intrusismo por el que había sido acusado
tanto por el Ministerio Fiscal como por la acusación par­
ticular. al considerar que el mismo había ejercido fun­
ciones propias de Agente de la Propiedad Inmobi­
liaria. careciendo de título para ello. movido por un error
invencible subsumible dentro de lo dispuesto en el
arto 6 bis a). párrafo tercero. del Código Penal.

B) Recurrida la Sentencia en apelación por el Cole­
gio profesional querellante. la Audiencia estimó el recur­
so y revocó la Sentencia de instancia. Tras modificar
en parte los hechos probados declarados en ésta. con­
denó al recurrente como autor de un delito de usurpación
de funciones del arto 321 del Código Penal a una pena
de seis meses y un día de prisión menor. multa de
100.000 pesetas con arresto sustitutorio en caso de
impago. accesorias y costas causadas en primera ins­
tancia.

3. La demanda. en la línea seguida por los recursos
de amparo núm. 298/91 y 623/92. considera que la
Sentencia pronunciada en grado de apelación ha vul­
nerado los derechos a la tutela judicial efectiva sin inde­
fensión (art. 24.1 C.E.). a un proceso con todas las garan­
tías (art. 24.2 C.E.). el principio de legalidad penal (art.
25.1 C.E.). el de igualdad ante la Ley y en aplicación
de la Ley (art. 15 C.E.) y. subsidiariamente. el derecho
a la integridad moral (art. 15 C.E.).

Solicita que se admita el presente recurso. que se
declare la nulidad de la Sentencia impugnada y que.
en tanto se tramita el presente procedimiento. sea sus­
pendida la ejecución de la resolución recurrida. Igual­
mente interesa la acumulación de este proceso a los
recursos núms. 298/91 y 623/91 por guardar sustancial
identidad con los mismos.

4. Por providencia de 18 de junio de 1993. la Sec­
ción Tercera de la Sala Segunda de este Tribunal acordó
admitir a trámite la presente demanda de amparo. así
como. en aplicación de lo dispuesto en el arto 51 LOTC.
dirigir comunicación a la Audiencia Provincial y al Juz­
gado de lo Penal para que remitiesen certificación o
copia adverada correspondientes al rollo de apelación
núm. 18/92 y a la causa núm. 527/91. respectivamente.
De igual manera. interesó de este último órgano el empla­
zamiento de quienes hubiesen sido parte en el proceso
judicial para que pudiesen comparecer. en plazo de diez
días. en este recurso de amparo.

5. A través de una providencia de la misma fecha.
la Sección acordó formar la correspondiente pieza sepa­
rada para la tramitación del incidente de suspensión y.
de acuerdo con lo que dispone el art. 56.2 LOTC. con­
ceder un plazo común de tres días al solicitante de ampa­
ro y al Ministerio Fiscal para que alegasen lo pertinente
sobre dicha suspensión. Una vez remitidas sus respec­
tivas alegaciones. la Sala Segunda del Tribunal Cons­
titucional. por Auto de 12 de julio de 1993. resolvió
suspender la ejecución de las Sentencias impugnadas
en lo relativo a la pena privativa de libertad. accesorias
y multa impuestas en ellas.

6. Mediante providencia de 23 de septiembre de
1993. la Sección Cuarta de la Sala Segunda de este
Tribunal. acordó acusar recibo de las actuaciones remi­
tidas por los órganos judiciales y dar vista de las mismas
a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal. por plazo
común de veinte días. para que presentasen las alega­
ciones que estimaran pertineptes. conforme determina
el arto 52.1 LOTC.

7. El demandante presentó sus alegaciones en escri­
to que tuvo entrada en el Registro General de este Tri­
bunal el 16 de octubre de 1993. En ellas. además de
reiterar las argumentaciones que sirvieron de base para
su demanda de amparo. añade que este Tribunal ha
resuelto en anteriores resoluciones las cuestiones que
han sido sometidas a su consideración en este recurso.
Con cita de la STC 111/1993. del Pleno de este Tribunal.
y de las 131/1993 a 140/1993. 200/1993.
201/1993. 222/1993. 223/1993. 241/1993 y
242/1993. sostiene la coincidencia sustancial de los
presupuestos y motivos del presente caso con aquellos
anteriores resueltos en las Sentencias relacionadas. que
otorgaron el amparo por lesión del art. 25.1 C.E. En
consideración a todo ello. solicita que se tenga por arti­
culado el trámite de alegaciones y que se dicte Sentencia
otorgando el amparo pedido.

8. El Ministerio Fiscal. por su parte. en las alega­
ciones. presentadas el 4 de octubre de 1993. coincide
con el recurrente en que en el presente recurso de ampa­
ro se debaten iguales pretensiones que aquellas resuel­
tas por este Tribunal Constitucional en sus SSTC
111/1993 y 131/1993 a 140/1993 y las 240/1993
y 241/1993. De acuerdo con ellas. la Sentencia impug­
nada. al condenar al recurrente como autor del delito
tipificado en el arto 321 del Código Penal. ha llevado
a cabo una interpretación in roa/am partem del término
«título» contenido en dicho precepto que no es conforme
con el contenido constitucional del principio de legalidad.
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lo que lleva a estimar el presente recurso de amparo
por infracción del arto 25.1 C.E. Por lo dicho, interesa
que se dicte Sentencia en la que se otorgue al recurrente
el amparo pedido y se declare la nulidad de la Sentencia
de la Sección Tercera de la Audiencia Provincial de
Navarra, de 2 de noviembre de 1992.

9. Por providencia, de 11 de noviembre de 1993,
se acordó, para deliberación y fallo de la presente Sen­
tencia, el día 15 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

Unico.-La cuestión que aquí se plantea es idéntica
a la resuelta en la Sentencia del Pleno de este Tribunal
STC 111/19'93. Sostiene el recUrrente que la condena
que se le ha impuesto parte de una interpretación exten­
siva del término «título» utilizado por el art. 321 del Códi­
go Penal que rebasa la autorización concedida por la
Ley de Bases 79/1961, de 23 de diciembre. En la Sen­
tencia del Pleno antes citada y en las que, como con­
seCuencia de ella, recayeron en las SSTC 131/1993,
132/1993, 133/1993, 134/1993, 135/1993,
136/1993, 137/1993, 138/1993, 139/1993,
140/1993, de la Sala Primera de este Tribunal. y en
las, SSTC 200/1993, 201/1993, 215/1993,
222/1993; 223/1993, 240/1993, 241/1993,
248/1993, 249/1993, 250/1993 Y 272/1993, de
la Sala Segunda, se decía que la subsunción en el
art. 321.1.0 del Código Penal del ejercicio de actos pro­
pios de la profesión de Agente de la Propiedad Inmo­
biliaria, sin poseer la correspondiente titul'ación oficial,
obedece a una interpretación extensiva de dicho pre­
cepto que resulta incompatible con las exigencias dima­
nantes del principio de lega,lidad consagrado en el arto
25.1 C.E., en virtud de las cuales el «título» al que dicha
norma se refiere ha de identificarse con un «título aca­
démico». Como quiera que la titulación exigida para ejer­
cer la profesión de Agente de la Propiedad Inmobiliaria
no es «académica», la conducta de quien realiza actos
propios de dicha profesión sin poseer la capacitación

oficial que para ello se requiere no puede ser incluida
dentro del delito de intrusismo.

No es otra la situación de hecho contemplada por
la resolución que ahora se reCUrre en amparo. El deman­
dante ha sido condenado como autor de un delito tipi­
ficado en el art. 321.1 del Código Penal por ejercer actos
propios de la profesión de Agentes de la Propiedad Inmo­
biliaria sin poseer título para ello, lo que nos lleva a
concluir, de acuerdo con la doctrina jurisprudencial antes
expuesta, que la aplicación judicial de la norma punitiva
realizada en este caso constituye una interpretación
extensiva in malam partem del término «título» contenido
en dicho precepto. Dicha aplicación extensiva excede
de los estrictos límites de la legalidad ordinaria para inci­
dir sobre principios y valores constitucionales protegidos
por el arto 25.1 C.E. De aquí que el recurso de amparo,
sin necesidad de mayores consideraciones, haya de ser
estimado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Jesús Alfonso
Olaz Garayoa y, en su virtud:

1.0 Reconocer el derecho del recurrente a no ser
condenado por un hecho que no constituya delito.

2.0 Declarar la nulidad de la Sentencia dictada por
la Sección Tercera de la Audiencia Provincial de Navarra
el 2 de noviembre de 1992, recaída en el procedimiento
abreviado núm. 527/91.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a quince de noviembre de mil nove­
cientos noventa y tres.-Luis López Guerra.-Eugenio Díaz
Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabalón
López.-Julio Diego González Campos y Caries Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.


